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Expediente:
TJA/3aS/5312025.

Autoridad demandada:
INTEGRANTES DEL
CABILDO DEL HONORABLE
AYUNTAMIENTO DE AYALA.

Tercero lnteresado
No existe.

Magistrada Ponente:
VANESSA GLORIA
CARMONA V¡VEROS, Titular
de la Tercera Sala de
lnstrucción.

Secretario de Estudio y Cuenta:
SERGIO SALVADOR PARRA
SANTA OLALLA.

Cuernavaca, Morelos, a veintisiete de mayo de dos mil

veintiséis.

VISTOS para resolver en DEFINITIVA los autos del

expediente administrativo número TJAJ3"S/5312025,

promovido por  , contra

actos del INTEGRANTES DEL CABILDO DEL

HONORABLE AYUNTAMIENTO DE AYALA;

RESULTANDO:
1. ADMISIÓTI OE DEMANDA.

Previa subsanación de prevención, por auto de

veinticinco de febrero de dos mil veinticinco, se aCmitió la

demanda promovida por 

contra el CABILDO DEL HONORABLE AYUNTAMIENTO DE

AYALA, MORELOS, de los cuales reclama la nulidad de

-...EL ACUERDO DEL H. CABILDO DEL H,

AYUNTAMIENTO DE AYALA, MORELOS, POR EL CUAL,
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SE CONCEDE PENS/ÓN PoR JUBILACIÓ¡u n FAVIR DEL

suscR/ro, púeucnoo EN EL pERIoDIco oFIctAL
''TIERRA Y LIBERTAD'' EN FECHA 25 DE DICIEMBRE DE

2024, BAJO EL EJEMPLAR ." (Sic); en consecuencia,

se ordenó formar el expediente respectivo y registrar en el

Libro de Gobierno correspondiente. Con las copias simples,

se ordenó emplazar a las autoridades demandadas para que

dentro del término de diez días produjera contestación a la
demanda instaurada en su contra, con el apercibimiento que,

de no hacerlo así, se tendrían por contestados los hechos de

la demanda en sentido afirmativo.

2. CONTESTACIÓN DE DEMANDA.

Por auto de nueve de abril del dos mil veinticinco, se

tuvo a , eñ Su

carácter de Presidente Municipal del H. Ayuntamiento de

Ayala, Morelos; , por

propio derecho y en su carácter de Síndico Municipal de

Ayala, Morelos;   en su carácter de

Regidora del Municipio de Ayala Morelos; 
   en su carácter de Regidora del

Municipio de Ayala Morelos; 

, en su carácter de Regidora del Municipio de Ayala,

, en su carácter de

Regidor del Municipio de Ayala, Morelos,
 en su carácter de Regidor del

Municipio de Ayala, Moretos,  

, en su carácter de Regidora del Municipio de Ayala,

Morelos, , en su carácter de

Regidora del Municipio de Ayala, Morelos, integrantes del

CABILDO DEL HONORABLE AYUNTAMIENTO DE AYALA,

dando contestación en tiempo y forma a la demanda

interpuesta en su contra, haciendo valer causales de

improcedencia, por cuanto a las pruebas que señalaron se les
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dijo que debían ofrecerlas en la etapa procesal oportuna;

escrito con el que se ordenó dar vista al promovente para

efecto que manifestara lo que a su derecho correspondía.

3. DESAHOGO DE VISTA DE LA CONTESTACIÓN

DE DEMANDA.

Mediante acuerdo de seis de mayo de dos mil

veinticinco, Se hizo constar que la parte actora no realizó

manifestaciones en relaciÓn al escrito de contestación de

dEMANdA dC IAS AUtOridAdCS INTEGRANTES DEL CABILDO

DEL HONORABLE AYUNTAMIENTO DE AYALA;

declarándosele precluido SU derecho para realizar

manifestación alguna.

4. AMPLIACIÓN DE DEMANDA Y APERTURA

JUICIO A PRUEBA.

Por proveído de veinticuatro de octubre del dos mil

veinticinco, se hizo constar que la parte actora no amplió su

demanda, acorde a la hipótesis señalada en el artículo 411 de

la Ley de Justicia Administrativa vigente en el Estado de

Morelos, no obstante que se le corrió traslado con el escrito

de contestación de demanda, teniéndose por perdido su

derecho; por lo que se ordenó abrir el juicio a prueba por el

término de cinco días común para las partes.

5. OFRECIMIENTO DE PRUEBAS.

Previa certificación, por auto de trece de enero del dos

mil veintiséis, se hizo constar que las partes no ofertaron

medio probatorio alguno dentro del término concedido para

tal efecto, por lo que se les declaró precluído su derecho para

hacerlo, sin perjuicio de tomar en consideración en la

presente sentencia, las documentales exhibidas con el escrito

I Artícu¡o 41. El actor podrá ampliar la demanda dentro de los quince días hábiles

siguientes a la fecha de su contestación, misma que deberá observar los mismos

requisitos de la demanda principal, solamente en estos casos:

l. Si se demanda una negativa o afirmativa ficta; en cuyo caso la ampliación deberá

guardar relación directa con la Litis planteada' y

fl. Cuando quien demanda desconozca los motivos o fundamentos del acto o
resolución impugnados, hasta que la demanda tiene contestación'
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de demanda y contestación de demanda respectivamente;

por último, se señaló fecha para la celebración de la

audiencia de pruebas y alegatos.

6. AUDIENCIA DE LEY y CIERRE DE

INSTRUCGIÓN.

Es así que el veintiséis de febrero del dos mil

veintiséis, tuvo verificativo la audiencia de ley, haciéndose

constar la incomparecencia de las partes, ni de persona

alguna que legalmente las representara; que no había

pruebas pendientes de recepción y que las documentales se

desahogaban por su propia naturaleza; continuando a la

etapa de alegatos, en la que se señaló que las partes, no los

exhibieron por escrito, declarándose precluído su derecho

para hacerlo; por tanto, se cerró la instrucción que tiene como

consecuencia citar a las partes para oír sentencia, la que

ahora se pronuncia al tenor de los siguientes:

CONSIDERANDOS:
I. . COMPETENCIA.

Este Tribunal de Justicia Administrativa en Pleno es

competente para conocer y resolver el presente asunto, en

términos de lo dispuesto por los artículos 109 Bis2 de la

2RRTíCUIO *109-bis.- La justicia administrativa estatal se deposita en un Tribunal de
Justicia Administrativa del Estado de Morelos; será la máxima autoridad en la materia,
dotado de plena jurisdicción y autonomía para dictar sus fallos, y no estará adscrito al
Poder Judicial.

Dicho Tribunal de Justicia Administrativa tendrá a su cargo el conocimiento y
resolución de las controversias de carácter administrativo y fiscal, que se susciten
entre la administración pública estatal o municipal, sus organismos au>:iliares estatales
o municipales y los particulares; la determinación de existencia Ce conflicto de
intereses; la emisión de resoluciones sobre la compatibilidad para el desempeño de
dos o más empleos o comisiones con cargo a los presupuestos de los Poderes
Públicos, los organismos públicos autónomos, los municipios y los organismos
auxiliares de la administración pública, estatal o municipal; la imposición en los
términos que disponga la Ley, de las sanciones a los servidores públicos por las
responsabilidades administrativas que la ley determine como g.aves y a los
particulares que participen en actos vinculados con dichas responsabilidades, así
como fincar a los responsables el pago de las indemnizaciones y sanciones
pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública
Estatal o Municipal o al patrimonio de los entes públicos estatales, la Universidad
Autónoma del Estado de Morelos y los Organismos Públicos Autónomos creados por
esta Constitución.

Para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades
administrativas de los miembros del Poder Judicial del Estado, se observará lo
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Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nlorelos;

13,44,165, 18 apartado B), fracción ll, inciso a)u, y h)7,268 de

previsto en ésta Constitución, sin perjuicio de las atribuciones de las entidaces de
fiscalización sobre el manejo, la custodia y aplicación de recursos públicos.

El Tribunal de Justicia Administrativa estará integrado por siete magisbados;
funcionará en términos de lo dispuesto en las normas aplicables.

3Artículo *1. El Tribunal de Justicia Administrativa cuenta con las facuhades,
competencias y organización que establece la Constitución Política de lcs Estados
Unidos Mexicanos, la Particular del Estado, la Ley de Justicia Administrativa del
Estado de Morelos, la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de
Morelos, la Ley General de Responsabilidades Administrativas y demás normativa
aplicable; forma parte integrante del Sistema Estatal Anticorrupción y está dotado de
plena jurisdicción, autonomía e imperio suficientes para hacer cumpllr sus
determinaciones y resoluciones.

Las resoluciones que emitan las Salas de lnstrucción, las Salas Especializadas, el

Pleno Especializado en Responsabilidades Administrativas o el Pleno del Tribunal
deberán apegarse a los principios de legalidad, máxima publicidad, respeto a los
derechos humanos, verdad material, razonabilidad, proporcionalidad, presunclón de
inocencia, tipicidad y debido proceso.

Las instalaciones del Tribunal son inviolables y por tanto queda prohibido el acceso a
cualquier persona armada. Para el caso de los elementos de seguridad que sean
parte dentro de algún juicio, se abstendrán de portar su arma de cargo durante el

desahogo de la diligencia. Para el cumplimiento de lo señalado en el presente párrafo,
el Ejecutivo del Estado destinará elementos del área de Seguridad Pública.

4 Artículo *4. El Tribunal estará integrado por siete Magistrados, actuará y estará
organizado de la siguiente manera:

l. En siete salas de las cuales cinco serán Salas de lnstrucción y dos serán Salas
Especializadas, teniendo éstas últimas competencias exclusivas en

responsabilidades administrativas y así como en aquellos actos que deriven del

órgano técnico de fiscalización, auditoría y control del Congreso del Estado,
pudiendo auxiliar, previo acuerdo del Pleno y en caso de requerirse, en las demás
materias; dicho acuerdo deberá ser publicado en el Periódico Oficial;
ll. Un Pleno Especializado, que estará integrado por cuatro Magistrados, y
lll. El Pleno, integrado por el total de los Magistrados. En caso de excusa o

recusación de uno de los Magistrados, el Pleno y el Pleno Especializado se
integrarán en términos delartículo 16 de esta Ley.

s Artículo *16. El Pleno se conformará por el Magistrado Presidente y lcs seis
Magistrados de las Salas.

Las sesiones del Pleno serán válidas con la concurrencia de la mayoría de sus
miembros.

Las decisiones del Pleno se tomarán por unanimidad o mayoría de votos.

Cuando no se alcance la mayoría por la ausencia temporal de alguno de los

Magistrados, el asunto que se discutiría en la sesión, se aplazará para la sesión del

Pleno subsiguiente.

6 Artículo *18. Son atribuciones y competencias del Pleno:
B) Competencias:

ii. n"rolu"¡. los asuntos sometidos a su jurisdicción, por lo que conocerá de:

a) Los juicios que se promuevan en contra de cualquier acto, omisión, resolución o

actuación de carácter administrativo o fiscal que, en el ejercicio de sus fun:iones,
dicten, ordenen, ejecuten o pretendan ejecutar las dependencias que integran la
Administración Pública Estatal o Municipal, sus organismos auxiliares estatales o
municipales, en perjuicio de los particulares;
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la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del

Estado de Morelos; 1e, 310, 85t', 86t'y 8913 de la Ley de

7 h) Los juicios que se entablen por reclamaciones de pensiones y demás
prestaciones sociales que concedan las leyes en favor de los niembros de los
cuerpos policiales estatales o municipales;

8 Artículo *26. El Tribunal funcionará en cinco Salas de lnstrucción y dos Salas
Especializadas, las que tendrán las facultades y competencia previstas en esta Ley.

e Artículo 1. En el Estado de Morelos, toda persona tiene derecho a controvertii'los
actos, omisiones, resoluciones o cualquier otra actuación de carácter administrativo o
fiscal emanados de dependencias del Poder Ejecutivo del Estado, de los
Ayuntamientos o de sus organismos descentralizados, del órgano técnico de
fiscalización, auditoría, control y evaluación del Congreso del Estadc, así como de los
organismos constitucionales autónomos, con excepción de os que tengan
competencia en materia electoral, acceso a la información pública y de Cerechos
humanos, que afecten sus derechos e intereses legítimos conforme a lo dispuestc por
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la particular del Estado, los
Tratados lnternacionales y por esta ley.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 109 bis de la Constitución Politica del Es:ado
Libre y Soberano de Morelos, se reconoce también el interés legítimo para controvertir
la existencia conflicto de intereses considerando la situaciones en las que el juicio del
servidor público en relación a su interés primario y la integridad de sus acciones en el
empleo, cargo o comisión, pueda ser influenciado por un interés persrnal, familiar o de
negocios que tiende a afectar el desempeño imparcial u objetivo de su función en
cualquier forma; y la compatibilidad de dos o más empleos o comisiones de los
servidores públicos del Estado deberá de atenderse conforme a la naturaleza y la
eficiencia del empleo, cargo o comisión, las restricciones consditucionales, y la
pertinencia en función de los horarios o funciones a desempeñar el servicio público
frente a otro empleo.

En los asuntos promovidos por particulares, se atenderá a lo dispuesto para la
promoción, respeto, protección y garantía de los Derechos Humanos conforme al
artículo 1o de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

1o Artículo 3. El Tribunal de Justicia Administrativa cuenta con las facultades,
competencia y organización que establece la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, la particular del Estado, la Ley Orgánica del Trbunal de Justicia
Administrativa del Estado de Morelos, esta Ley y la normativa aplicable; forma parte
activa del Sistema Estatal Anticorrupcíón y está dotado de plena jurisdicción,
autonomía e imperio suficiente para hacer cumplir sus determinaciones.

1r Artículo *85. La sentencia deberá dictarse dentro de los cuarenta y cinco días
hábiles siguientes contados a partir de que se publique el cierre de la instrucción. El
Magistrado deberá formular el proyecto de sentencia dentro de los primeros treinta
días del plazo señalado. La Secretaría General de Acuerdos lo deberá listar para su
discusión y aprobación en la sesión de Pleno que corresponda, cuando menos siete
días hábiles antes de la sesión de Pleno y deberá publicarla también en la Página de
lnternet del Tribunal.

Atendiendo a la complejidad del asunto y las cargas laborales del Tribunal, el dictado
de la sentencia podrá prorrogarse por un periodo de veinte días más.

La publicación del proyecto en lista producirá el efecto de citación para sentencia.

12 Artículo 86. Las sentencias que dicte el Tribunal no necesitarán formulismo alguno;
pero deberán ser redactadas en términos claros y precisos y contener:

l. La frjación clara y precisa de los puntos controvertidos;
ll. El examen de valoración de las pruebas que se hayan ofrecido y desahogado en
autos;
lll. La exposición fundada y motivada de las consideraciones qu-. se tomaron en
cuenta para emitir la resolución;
lV. Las cantidades liquidas que deban pagarse, cuando se trate de prestaciones de
condena, y
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Justicia Administrativa del Estado de Morelos; 10514 de la Ley

del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Morelos; y

3615 de la Ley de Prestaciones de Seguridad Social de las

lnstituciones Policiales y de Procuración de Justicia del

Sistema Estatal de Seguridad Pública.

II. . ACTO RECLAMADO.

En términos de lo dispuesto en la fracción I del artículo

8616 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado aplicable,

se procede a hacer la fijación clara y precisa de los puntos

V. Los puntos resolutivos, en los que se expresará con claridad los alcances del
fallo.

13 Artículo 89. Las sentencias deberán ocuparse de todos los puntos litigiosos
propuestos por las partes, y deberá resolver la procedencia o improcedencia de las
pretensiones reclamadas por el actor, de las defensas y excepciones hechas valer por
el demandado o en su caso, de las causales de improcedencia en que se sustenten
las mismas.

De ser el caso deberán declarar la nulidad que dejará sin efecto el acto imcugnado y
las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el
goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos,
en los términos que establezca la sentencia.

Cuando se decrete la nulidad de una resolución fiscal favorable a un panicular,
quedará ésta sin efecto, quedando expedito el derecho de las autoridades para
percibir las contribuciones o créditos fiscales objeto de la resolución nulificada, sin
recargos, multas, ni gastos de ejecución y sin que en ningún caso pueda la auloridad
hacer cobros de contribuciones que rebasen de cinco años anteriores a la fecha de la
presentación de la demanda.

Las Sentencias deben de indicar en su caso si existió por parte de las Autordades
demandadas en sus actuaciones o por omisiones violaciones a la Ley Estatal de
Responsabilidades de los Servidores Públicos y las relativas al Sistema Estatal
Anticorrupción, el Pleno del Tribunal deberá dar vista a los órganos internos de control
correspondientes o a la Fiscalía Anticorrupción para que efectúen el análisis de la
vista ordenada en la resolución y de ser viable realicen las investigaciones
correspondientes debiendo de informar el resultado de las mismas al Tribural de
Justicia Administrativa.

14 Artículo 105.- Las lnstituciones de Seguridad Pública deberán garantizar, al 'nenos
las prestaciones previstas como mínimas para los trabajadores al servicio Jel Estado
de Morelos y generarán de acuerdo a sus necesidades y con cargo a sus
presupuestos, una normatividad de régimen complementario de seguridad social y
reconocimientos, de conformidad con lo previsto en el artículo 123, apartado B,

fracción Xlll, tercer párrafo, de la Constitución General.

Las controversias que se generen con motivo de las prestaciones de seguridad social
serán competencia del Tribunal Contencioso Administrativo.

15 Artículo 36. En términos del artículo 105, de la Ley del Sistema, las controversias
que se generen con motivo de las prestaciones de seguridad social serán
competencia del Tribunal Contencioso Administrativo, quien deberá tranitarlas en

términos de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Morelos.

16 Artículo 86. Las sentencias que dicte el Tribunal no necesitarán formulismo algurn; pero

deberán ser redactadas en términos claros y precisos y contener:
l. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos;
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controvertidos en el presente juicio.

Así tenemos que, 

señaló como actos impugnados en su escrito de demanda:

"...EL ACUERDO DEL H. CABILDO DEL H.

AYUNTAMIENTO DE AYALA, MORELOS, POR EL CUAL,

sE coNcEDe peruslóru poR JrJBtLActóN A FAVIR DEL

suscR/ro, púgttcl,oo EN EL pERtoDrco oFtctAL
"TIERRA Y LIBERTAD" EN FECHA 25 DE DICIEMBRE DE

." (Sic)

III. . EXISTENCIA DEL ACTO RECLAMADO.

La existencia del acuerdo mediante el cual se

concede pensión por jubilación a  
, emitido por el AYUNTAMIENTO DE AYALA,

MORELOS, en sesión ordinaria de Cabildo celebrada

dieciséis de diciembre de dos mil veinticuatro, fue reconocida

por la autoridad responsable al momento de dar contestación

al juicio; pero además se acredita con la publicación

respectiva, en el Periódico Oficial "Tierra y Libertad" número

, segunda sección, de fecha veinticinco de diciembre

de dos mil veinticuatro; documental exhibida por la autoridad

demandada, a la que se le otorga valor probatorio pleno en

términos de lo previsto por el artículo 388 del Código

Procesal Civil del Estado de Morelos de aplicación supletoria

a la ley de la materia, por tratarse de hechos notorios.

Y que además se corrobora con la copia certificada

del acta de la sesión ordinaria de Cabildo del 
, celebrada el dieciséis de diciembre de dos mil

veinticuatro, exhibida por la autoridad responsable,

documental a la que se le concede valor probatorio pleno de

conformidad con lo previsto por los artículos 437 fracción ll,

490 y 491 del Código Procesal Civil del Estado de Morelos de

aplicación supletoria a la ley de la materia.

17 httos://periodico.morelos.qob.mx/obtenerPDF/202416381 24.pdf Consultado el
veinte de mayo de dos mil veintiséis a las 13:00 horas
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IV. - ESTUDIO DE CAUSALES DE

IMPROCEDENCIA.

El último párrafo del artículo 37 de la Ley de Justicia

Administrativa vigente en el Estado, dispone que lo aleguen o

no las partes en juicio, este Tribunal deberá analizar de oficio,

si en el particular se actualiza alguna de las causales de

improcedencia previstas en la ley; y, en su caso, decretar el

sobresei m iento respectivo.

La autoridad responsable, al momento de producir

contestación al juicio, no hizo valer causales de

improcedencia.

Es así, ya que, analizadas las constancias que

integran los autos, este Tribunal no advierte la actualización

de alguna de las hipótesis previstas en los artículos 37 y 38

de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de [Vlorelos,

que arroje como consecuencia el sobreseimiento del juicio,

por tanto, se procede enseguida al estudio de fondo de la

cuestión planteada.

V. - ESTUDIO DE FONDO.

La parte actora expresÓ como razones de

impugnación las que se desprenden a fojas tres a cinco de

su libelo de demanda, mismas que se tienen por

reproducidas como si a la letra se insertasen en obvio de

repeticiones innecesarias.

La parte actora aduce substancialmente lo sigulente'

Úru¡CO.- La autoridad demandada violenta lo

estipulado por el artículo 1 de la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos, ya que no le están otorgando la

protección más amplia de sus derechos, al acordar que las

actualizaciones futuras correspondientes a los incrementos

en el importe de la pensión por jubilación concedida en su

favor, debería cuantificarse con base en el valor de la unidad
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de medida y actualización y no el salario mínimo, con lo que

le vulneran sus garantías fundamentales.

La autoridad demandada INTEGRANTES DEL

CABILDO DEL HONORABLE AYUNTAMIENTO DE

AYALA, al producir contestación al juicio, señaló que el acto

impugnado cumple con los requisitos de ley, que se

encuentra debidamente fundado y ajustado a derecho, que es

cierto que se señaló que las actualizaciones futuras de

acuerdo al aumento de la unidad de medida y actualización,

sin embargo, eso no transgrede los derechos del

demandante.

Son fundados, los argumentos hechos valer por la
parte actora, pero con las particularidades que a

continuación se explican.

Ciertamente, es un hecho notorio para este Tribunal

que mediante Acuerdo, publicado en el Periódico Oficial

"Tierra y Libertad" número , segunda sección, de fecha

veinticinco de diciembre de dos mil veinticuatro, se concedió

pensión por jubilación a  ,

bajo los siguientes términos:

PRoYEcro DE AcuERDo DE peruslót'l

Artículo 1". - Se Concede la pensión por Jubilación, al C.

 , quien prestó sus servicios en la

administración pública municipal, desempeñando como

último cargo el de Policía adscrito a la Secretaria de

Seguridad Pública, Tránsito y Vialidad de Ayala, Moreios.

Artículo 2o.- La pensión decretada deberá cubrirse a razón

del 65% tomando como base el último salario percibido, a

partir de la fecha en que entre en vigencia el decreto

respectivo, misma que será a cargo del H. Ayuntamiento de

Ayala del Estado de Morelos, dependencia que deberá

realizar el pago en forma mensual, con cargo a la partida

presupuestal destinada para pensiones, cumpliendo con lo
que disponen los artículos 14, 16 fracción I inciso h), de la

18 https://periodico.morelos.qob.mlobtenerPDFi202416381 2A.pdf consultado el
veinte de mayo de dos mil veintiséis a las 'l 3:00 horas
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Ley de Prestaciones de Seguridad Social de las lnstituciones

Policiales y de Procuración de Justicia del Sistema Estatalde

Seguridad Pública.

Artículo 3o.- Respecto de las actualizaciones futuras

correspondientes a los incrementos en el impo{e de la

pensión contenida en el presente acuerdo, las mismas

deberán cuantificarse con base en el valor de la Lnidad

Medida y Actualización (UMA) y no el salario mínimo de

conformidad con el Artículo Tercero Transitorio del decreto

por el que se declara reformadas y adicionadas diversas

disposiciones de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos, en materia de desindexación del salario

mínimo, publicado en el Diario Oficial de la Federación el

veintisiete de enero del dos mil dieciséis, lo que se hace

constar para los efectos legales..

Observándose que el Ayuntamiento de Ayala, [\4orelos,

mediante Acuerdo publicado el veinticinco de diciembre de

dos m¡l veinticuatro, se otorgó a  

, la pensión por jubilación, misma que debía

ser cub¡erta, a razón del 65% tomando como base el último

salario perc¡b¡do, a partir de la fecha en que entre en vigenc¡a

el decreto respectivo, misma que será a cargo del H.

Ayuntamiento de Ayala del Estado de Morelos, y sería

cubierta de manera mensual, incrementándose la cuantía con

base en el valor de la Unidad Medida y Actualización (Ul\lA) y

no el salario mínimo de conformidad con el Artículo Tercero

Transitorio del decreto por el que se declara reformadas y

adicionadas diversas disposiciones de la Constitución Política

de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de

desindexación del salar¡o mínimo, publicado en el Diario

Oficial de la Federación el ve¡ntisiete de enero del dos mil

dieciséis.

Son fundados los argumentos vertidos por la parte

actora, en el sentido que, es erróneo que la autoridad

demandada señaló que la pens¡ón otorgada en su favor sería

1l

TRIBUNAL DE ]USIIOA ADMINISIMTiVA

DEL EÍADO DE ¡4ORELOS

L

N

\

Po

\r

\ot
ñt
ñl



pagada de conformidad con los aumentos porcentuales de la

Unidad de Medida y Actualización.

En efecto, en los transitorios Tercero y Cuarto del

Decreto por el que se declaran reformadas y adicionadas

diversas disposiciones de la Constitucíón Política de los

Estados Unidos Mexicanos, en matera de desindexación del

salario mínimo de fecha veintiséis de enero de dos mil

dieciséis, publicado en el Diario Oficial de la Federación el

27 de enero del mismo año; se determinó lo siguiente:

"Tercero.- A la fecha de entrada en vigor del presente
Decreto, todas las menciones al salario mínimo ccmo unidad
de cuenta, índice, base, medida o referencia para determinar
la cuantía de las obligaciones y supuestos previstos en las
leyes federales, estatales, del Distrito Federal, así como en
cualquier disposición jurídica que emane de todas las
anteriores, se entenderán referidas a la Unidad de Medida y
Actualización.

Cuarto.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo transitorio
anterior, el Congreso de la Unión, las Legislaturas de los
Estados, la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, así
como las Administraciones Públicas Federal, Estatales, del
Distrito Federal y Municipales deberán realizar las
adecuaciones que correspondan en las leyes y
ordenamientos de su competencia, según sea el caso, en un
plazo máximo de un año contado a partir de la entrada en
vigor de este Decreto, a efecto de eliminar las referencias al
salario mínimo como unidad de cuenta, índice, base, medida
o referencia y sustituirlas por las relativas a la Unidad de
Medida y Actualización."

En este contexto, debe considerarse la publicación de

diez de enero de dos mil veintidós, en el Diario Oficial de la

Federación, por parte del lnstituto Nacional de Estadística y

Geografía, respecto de la Unidad de Medida y Actualización,

en los siguientes términos:

"UNIDAD DE MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN

Con fundamento en los artículos 26 apartado B último
párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 1,4 y 5 de la Ley para determinar el valor de la
Unidad de Medida y Actualización, y 23 fracción XX Bis del
Reglamento lnterior del lnstituto Nacional de Estadística y
Geografía, corresponde al lnstituto calcular el valor de la
Unidad de Medida y Actualización y publicar el mismo en el
Diario Oficial de la Federación.

Que el B de enero de 2021 se publicó en el Diaric Oficial de
la Federación los valores de la Unidad de Medida y
Actualización, vigentes a partir del 1 de febrero de 2021.

12
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Que atendiendo al procedimiento establecido en el artírulo 4
de la Ley para determinar el valor de la Unidad de Medida y
Actualización, se utiliza el siguiente método para actualizar el
valor de la Unidad de Medida y Actualización:

1. El valor diario se determinará multiplicando el valor diario
de la Unidad de Medida y Actualización del año inmediato
anterior por elresultado de la suma de uno más la variación
interanual del lndice Nacional de Precios al Consumidor del
mes de diciembre del año ínmediato anterior.

2. El valor mensual será el producto de multiplicar el valor
diario de la Unidad de Medida y Actualización por 30.4.

3. El valor anual será el producto de multiplicar el valor
mensual de la Unidad de Medida y Actualización por 12.

Con base en lo anterior, el lnstituto Nacional de Estadística y
Geografía da a conocer que el valor diario de la Unidad de
Medida y Actualización es de $96.22 pesos mexicanos, el
mensual es de $2,925.09 pesos mexicanos y el valor anual
$35,101.08 pesos mexicanos, los cuales estarán vigentes a
partir del 1o de febrero de 2022.

Ciudad de México, a7 de enero de2022.- lnstitutc Nacional
de Estadística y Geografía: Director General Adjunto de
índices de Precios, Lic. Jorge Alberto Reyes Mcreno.-
Rúbrica."

En este sentido, la Unidad de Medida y Actualización

(UMA) es la referencia económ¡ca en pesos para determinar

la cuantía del pago de las obligaciones y supuestos previstos

en las leyes federales, de las entidades federativas, así como

en las disposiciones jurídicas que emanen de todas las

anter¡ores.

Esto se robustece, porque en los motivos que dieron

or¡gen a la reforma constitucional en materia de

desindexación del salario mínimo de fecha veintiséis de enero

del dos mil dieciséis, se señaló que:

"... No cabe duda de que la política de contención salarial ha

impactado negativamente al mercado interno, y pese a que
hoy existe consenso (incluso entre el sector empresarial)
sobre la necesidad de aumentar el salario mínimo y
replantear nuestro fallido esquema de determinación salarial,
dicha reforma ha sido paulatinamente aplazada bajo
argumento de que tales cambios impactarían en miles
factores externos vinculados al monto del salario mínimo,
como son las multas, derecho y contribuciones, o
financiamiento a los partidos políticos. Y es que durante
décadas el salario mínimo también ha servido como unidad
de cuenta, o medida de referencia para efectos legales-
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Se ha generado una amplia discusión sobre cuál debe ser el
rumbo de la política salarial y los términos en los que el
salario mínimo deba ser mejorado, en lo que existe conceso,
es en desvincular el salario mínimo de factores ajenos a su
naturaleza."

De lo que se advierte que la reforma guarda relación

más bien, con las multas, derechos y contribuciones,

entre otros; y el motivo princ¡pal del constituyente fue desligar

del salario mínimo de todos aquellos conceptos ajenos a la
política salarial, es decir, de la materia laboral.

Ahora, la Ley de Prestaciones de Seguridad Social de

las lnstituciones Policiales y de Procuración de Justicia del

Sistema Estatal de Seguridad Pública, no establece la forma

en la cual, se deberá incrementar la pensión otorgada al

personal sujeta a esta Ley, sin embargo, en su artículo

transitorio décimo primero, se establece que todo lo no

contemplado en la presente Ley en materia de pensiones, se

estará en la observación supletoria de la Ley del Servicio Civil

del Estado de Morelos.

Artículo 14.- Las prestaciones de pensión por

jubilación, por Cesantía en Edad Avanzada, por lnvalidez,

por Viudez, por Orfandad y por Ascendencia, se otorgarán

mediante Decreto que expida el Congreso del Estado, una

vez satisfechos los requisitos que establecen esta Ley y

los demás ordenamientos aplicables.

El pago de la pensión por Jubilación y por

Cesantía en Edad Avanzada, se generará a partir de la

fecha en que entre en vigencia el Decreto respectivo.

Si el pensionado se e.ncuentra en activo, a partir

de la vigencia del Decreto, cesará en su función.

El sujeto de la Ley que se hubiera separado de

su función, antes de la fecha de vigencia del Decreto que

la otorga, recibirá el pago de su pensión a partir del día

siguiente a su separación.

Artículo 16.- La pensión por Jubilación de los

sujetos de la Ley, se determinará de acuerdo con los

porcentajes de la tabla siguiente:

l.- Para los Varones:

L4
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a).- Con 30 años de servicio 100o/oi

b).- Con 29 años de servicio 95%;

c).- Con 28 años de servicio 90%;

d).- Con 27 años de servicio 85%;

e).- Con 26 años de servicio B0%;

f).- Con 25 años de servicio 75%;

g).- Con 24 años de servicio 70%;

h).- Con 23 años de servicio 65%;

i).- Con 22 años de servicio 60%;

j).- Con 21 años de servicio 55%: y

k).- Con 20 años de servicio 50%.

ll.- Para las mujeres:

a).- Con 28 años de servicio 100%;

b).- Con 27 años de servicio 95%;

c).- Con 26 años de servicio 90%;

d).- Con 25 años de servicio B5%;

e).- Con 24 años de servicio 80%;

f).- Con 23 años de servicio 75%;

g).- Con 22 años de servicio 70%;

h).- Con 21 años de servicio 65%;

i).- Con 20 años de servicio 60%;

j).- Con 19 años de servicio 55%:y

k).- Con 18 años de servicio 50%.

Para disfrutar de esta prestación la artigüedad

puede ser interrumpida o ininterrumpida. Y para efectos

de computar la antigüedad, deberán considerarse los

años de servicio en alguna otra área de la Administración

Pública o de cualquiera de los Poderes del Estado o

Municipios, aun cuando la relación haya sido de carácter

burocrática, al amparo de la Ley del Servicio Ci'¡il del

Estado de Morelos.

Para recibir esta pensión no se requ ere edad

determinada.

El monto de la pensión mensual a que se refiere

este artículo, en ningún caso podrá ser inferior al

equivalente de 40 veces el salario mínimo general ügente

en la Entidad.

En todos los casos estarán sujetos a lo dispuesto

por el primer párrafo del artículo 24 de esta Ley.

Artículo 24. Los porcentajes y montos de las

pensiones a que se refiere este Capítulo, se calcularán

tomando como base la última remuneración percibida por
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el Sujeto de la Ley; para el caso de las pensiones por

Jubilación y Cesantía en Edad Avanzada, cuando la

última remuneración mensual sea superior al equivalente

de 600 Salarios Mínimos Vigentes en la Entidad, deberán

acreditar, haber desempeñado cuando menos cinco años

el cargo por el cual solicitan pensionarse, de no cumplirse

este plazo, el monto de la pensión se calculará tomando

como tope los referidos 600 Salarios Mínimos Vigentes en

la Entidad, y de acuerdo a los porcentajes que establece

la Ley.

Las pensiones se integrarán por el salario, las

prestaciones, las asignaciones y la compensación de fin

de año o aguinaldo.

El sujeto de la Ley o sus beneficiarios no podrán

gozat al mismo tiempo de dos pensiones a cargo del

Gobierno o Municipio, en tal evento, el Congreso del

Estado los deberá requerir para que dentro de un plazo de

treinta días naturales opten por una de ellas, en caso de

que el sujeto de la Ley o sus beneficiarios no determinen

la pensión que debe continuar vigente, el Congreso

concederá la que les signifique mayores beneficios. En el

caso de los Municipios, el requerimiento al pensionista le

corresponderá al respectivo Ayuntamiento.

DÉclMO PRIMERO. Para todo lo no

contemplado en la presente Lev en materia de

pensiones. se estará en la observación supletoria de

la I arr dal Sanricio Civil del Estad a do Mnralae

Por tanto, el pago de la pensión otorgada en favor de

la actora, debe incrementarse de acuerdo con el aumento

porcentual al salar¡o mínimo qeneral del área

correspondiente al Estado de Morelos , como lo dispone el

artículo 66 de la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos,

el cual establece:

Artículo *66.- Los porcentajes y montos de las

pensiones a que se refiere este Capítulo, se calcularán

tomando como base el último salario percibido por el

trabajador; para el caso de las pensiones por jubilación y

cesantía en edad avanzada, cuando el último salario

mensual sea superior al equivalente de 600 salarios

t6
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mínimos vigentes en la entidad, deberán acreditar, haber

desempeñado cuando menos cinco años el cargo cor el

cual solicitan pensionarse, de no cumplirse este plazo, el

monto de la pensión se calculará tomando como tope los

referidos 600 salarios mínimos vigentes en la entidad, y

de acuerdo a los porcentajes que establece la Ley.

La cuantía de las nensiones se incrementará

cle acuerdo con el aumento norcentual al salario

mínimo general del área correspondiente al Estado de

ran el salarioMnrolac I ac nencitrnes sé infeara

las prestaciones. las asiqnaciones v el aquinaldo.

El trabajador no podrá gozar al mismo tiempo de

dos pensiones a cargo del Gobierno o Municipio, en tal

evento, el Congreso del Estado lo deberá requerir para

que dentro de un plazo de treinta días naturales opte por

una de ellas, en caso de que el trabajador no determine la

pensión que debe continuar vigente, el Congreso

concederá la que signifique mayores beneficios para el

trabajador.

Así, lo relativo a su monto, pago o actualización

debe aplicarse el salar¡o mínimo, por no tratarse de

cuestiones ajenas a su naturaleza laboral; además que, de

atender para esos aspectos a la Unidad de Medida y

Actualización se desnaturalizaría la pensión y se utilizaria un

factor económico ajeno a la prestación de seguridad social

referida, distinta al salario y ajeno a ese derecho, lo cual

jurídicamente no es permisible.

Sirve de orientación el siguiente criterio jurisprudencial:

UNIDAD DE MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN (UMA). NO
PUEDE APLICARSE PARA DETERMINAR LA CUOTA
DIAR¡A O LA LIMITANTE DE PAGO DE UNA PENSIÓN,
POR TRATARSE DE PRESTACIONES DE NATURALEZA
LABOR.AL REGIDAS POR EL SALARIO MÍNIMO.1g

Con motivo del Decreto de la reforma constitucional
publicada en el Diario Oficial de la Federación el veintisiete
de enero de dos mil dieciséis, se modificó el artículo 123,

apartado A, fracción Vl de la Constitución Política le los
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Estados Unidos Mexicanos, a efecto de desindexar el salario,
el cual históricamente se utilizó como base y cálculo de los
montos de las obligaciones previstas en Civersos
ordenamientos jurídicos ajenos a la materia laboral, para
ahora establecer la Unidad de Medida y Actualización para
esos fines, reservándose el uso del salario sólo para
cuestiones que no sean ajenas a su naturaleza iaboral. En
esa virtud, como la pensión de retiro de los trabajadores es
una prestación de seguridad social derivada de la relación de
trabajo y sustentada propiamente en el salario, incluso para
generarla y pagarla se atiende alfondo constituido durante la
vida activa laboral, mediante aportaciones del salario
percibido, topadas a la cantidad máxima de diez veces el
salario mínimo, es claro que esa prestación es laboral;
consecuentemente, lo relativo a su monto, actualización,
pago o límite máximo debe aplicarse el salario, por no
tratarse de cuestiones ajenas a su naturaleza; además, de
atender para esos aspectos a la Unidad de Medida y
Actualización se desnaturalizaria la pensión y se utilizaría un
factor económico ajeno a la prestación de seguridad social
referida, distinta al salario y ajeno a la pensión, lo cual
jurídicamente no es permisible.

DECIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 56712018. Luis Beltrán Solache. 31 de enero
de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Armandc Cruz
Espinosa. Secretaria: Martha Eugenia Magaña López.

Amparo directo 51612018. Elvia Aída Salas Ruesga. B de
febrero de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Adriana
Escorza Carranza. Secretario: Carlos Eduardo ¡1ernández
Hernández.

Amparo directo 25512018. María Arciniega Femández. 14 de
febrero de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos
Cruz Razo. Secretaria: Sandra Gabriela Torres Ferrusca.

Amparo directo 75812018. Carlos López Jiménez. 7 de marzo
de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos Cruz
Razo. Secretaria: Sandra Gabriela Torres Ferrusca.

Amparo directo 4312019. 9 de mayo de 2019. Unanimidad de
votos. Ponente: Adriana Escorza Cananza. Secretario:
Daniel Sánchez Quintana.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a
las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y,
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 23 de septiembre de 2019, para los efectos previstos
en el punto séptimo delAcuerdo General Plenario 1912013.

En este contexto, acorde al marco jurídico transcrito, a

las cons¡derac¡ones expuestas en esta sentenc¡a, y al

acuerdo por el cual se concede pensión por jubilación en

favor del quejoso, se debe incrementar su cuantía de

18
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acuerdo al aumento porcentual al salario mínimo general

correspondiente al Estado de Morelos.

Así, para estar en condiciones de precisar cuál es la

cuantía en que se debe incrementar la pensión de jucilación

de la parte actora, es obligatorio acudir a los artículos 94 y

570 primer párrafo de la Ley Federal del Trabajo, que prevén

que los salarios mínimos se fijan por una Comisión Nac onal

de los Salarios Mínimos integrada por representantes de los

trabajadores, de los patrones y del gobierno, la que puede

auxiliarse de las comisiones especiales de carácter consultivo

que considere indispensables para el mejor desempeño de

sus funciones. Dichos salarios los fija cada año y comienzan

a regir el día primero del siguiente año.

Los aumentos porcentuales al salario mínimo general

en el Estado de Morelos, para el año 2025 corresponde al

6.50/0, y para el año 2026, corresponde a 6.50/0, atendiendo a

las razones siguientes.

Para determinar el incremento porcentual del año

2025,la Comisión Nacional de los Salarios Mínimos, expidiÓ

la Resolución del H. Consejo de Representantes de la

Comisión Nacional de los Salarios Mínimos que fija los

salarios mínimos general y profesionales vigentes a partir del

uno de enero de dos mil veinticinco, publicada en el Diario

Oficial de la Federación el diecinueve de diciembre del dos

mil veinticuatro. En la que determinó un aumento porcentual

del 6,5% (aumento por fijación). Para efectos de precisar el

porcentaje, solamente se transcribe el punto resolutivo que lo

especifica:

TERCERO.- Los sa/arbs mínimos generales que tendrán

vigencia a partir del 10 de enero de 2025, se incrementarán

en 12% en las dos zonas descrifas en el primer resolutivo,

por tanto, serán de 419.88 pesos diarios por iornada diaria

de trabaio en el área geográfica de Ia Zona Lbre de la

Frontera Norte (ZLFN), ctJyo incremento se compone de
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79.36 pesos de MIR más un aumento por fijacíón del 6.5%, y

para La Zona del Salario Mínimo General (ZSMG) el salario

mínimo será de 278.80 pesos diarios, por jornada diaria de

trabajo, cuyo incremenfo se compone de 12.85 pesos de MIR

más 6.5% de aumento por fijación Esfos mantos serán los

que figuren en /a Resolución de este H. Consejo, mrsmos

que serán publicados en el Diario Oficial de la Federación

(DOF) como cantidad mínima que deberán recibir en efectivo

/as y /os trabajadores."

Por tanto, el incremento porcentual correspondiente

a la pensión de la parte actora para el ejercicio dos m¡l

veinticinco, es del 6.5%.

Ahora bien, debe señalarse que, en la fecha en que se

emite la presente sentencia, el incremento porcentual al

salario mínimo correspondiente al ejercicio dos mil veintiséis,

fue de un 6.5% (seis punto cinco por c¡ento)2o, conforme a

la Resolución del H. Consejo de Representantes de la

Comisión Nacional de los Salarios Mínimos, publicada en el

Diario Oficial de la Federación el nueve de diciembre de dos

mil veinticinco.

Respecto del porcentaje del aumento salarial que

debe aplicarse para los años 2025 y 2026, es el siguiente:

La anterior consideración se sustenta con la tesis

1.16o.T.22 L (10a.), emitida por el Décimo Sexto Tribunal

Colegiado en Materia del Trabajo del Primer Circuito, que a la

letra dice:

MONTO TNDEPENDIENTE DE RECUPERACTÓN (MlR).
CONSTITUYE UN INCREMENTO SALARIAL NOMINATIVO
CUYO OBJETO ES APOYAR LA REGUPERAC¡ÓN
ECONÓMICA DE LOS TRABAJADORES ASAI-ARIADOS
QUE PERCIBEN UN SALARIO MíNIMO GENERAL, POR LO
QUE ES INAPLICABLE A LOS PENSIONADOS.

2ohttps://www.gob.mx/cms/uploads/attachmenVfile/1041076ffab|a_de_Salarios_M_nimos 
2026.

pdf. Consultado el diez de mayo de dos mil veintiséis a las catorce horas

20
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De la resolución del Consejo de Representantes de la Conisión
Nacional de los Salarios Mínimos en la que se determinó
incrementar el salario mínimo que regía en el año 2016, de

$73.04, en un 3.9%, más cuatro pesos diarios, el concepto
denominado "Monto lndependiente de Recuperación" (MlR),
constituye un incremento salarial cuyo objeto es apoyar la
recuperación económica, única y exclusivamente de los
trabajadores asalariados que perciben un salario mínimo
general. Esto es, la aplicación o incremento al salario del
concepto "MlR'es sobre dos hipótesis: 1. Es para trabajadores
asalariados, es decir, en activo; y, 2. Que el ingreso salarial
diario sea, como tope, un salario mínimo general. Bajo ese
marco, es improcedente la integración porcentual de este
concepto (que se limita a una expresión monetaria en pesos y
no en porcentaje), a la pensión por invalidez de un Úabajador
que no tiene la calidad de asalariado, sino de pensionado si,
además, la cuantía de la pensión relativa rebasa el salario
mínimo vigente en el año que sea otorgada.

Es ilustrativa la tesis 32, registro 2019108, del Décimo

Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer

Circuito, visible en la página 2493 de la Gaceta del

Semanario Judicial de la Federación, Libro 62, enero de

2019, Tomo lV, que establece:
..MONTO INDEPENDIENTE DE RECUPERACIÓN "MIR".
ES INAPLICABLE EN EL PAGO DE LAS PENSIONES QUE
OTORGA EL SEGURO SOCIAL, AL SER
CUANTIFICADAS CONFORME A LOS INCREMENTOS
PORCENTUALES DEL SALARO MíNIMO.

El 19 de enero de 2017 fue publicada en el Diario Oficial de
la Federación la Resolución del Consejo de Representantes
de la Comisión Nacional de los Salarios Mínimos, que fija los
salarios mínimos general y profesionales, vigentes a partir
del 1o. de enero de 2017, en la que se determinó
incrementar el salario mínimo que regía en 2016, de $73.04
a $80.04 para 2017, a partir de adicionar a la p-imera
cantidad, la diversa de $4.00 pesos correspondiente al
"Monto lndependiente de Recuperación" (MlR), y sobre la

suma de $77.04 aplicar el 3.9% de incremento porcentual' El
primero atiende a Ia adición nominal por $4.00 pescs que

corresponde al beneficio económico gradual de recuperación
del poder adquisitivo del salario mínimo de los trabajadores,
cuya percepción sea hasta el tope de un salario mínimo
respecto de aquel que regía en 2016; el otro componente
constituye un aumento porcentual de 3.09% aplicado sobre
la base de la suma del salario mínimo general de 2016 de

$73.04, más los $4.00 correspondientes al "MlR". En este
sentido, debe considerarse que la justificación de esa

determinación atendió a diversos factores económicos de

trascendencia internacional y nacional relatados en la

resolución respectiva; asimismo, que del contenido de la
resol ución referida se advierte que. en los

esfablecido Dara aDovar la recuoeración del poder
tvame
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menor al mín¡mo qeneral. Por otra parte, el artículo 172 de
la Ley del Seguro Social derogada, señala que las pensiones
que otorga el lnstituto Mexicano del Seguro Social deben ser
cuantificadas con base en los incrementos porcentuales del
salario mínimo; por lo anterior, si la resolución aludida
estableció que el "MlR" solamente se aplicará a los
trabajadores asalariados que perciban como tope un salario
diario general, es inconcuso que los $4.00 pesos de ese
monto no deben añadirse a las pensiones que otorga el
lnstituto Mexicano del Seguro Social, ya que ha de aplicarse
el incremento porcentual al salario mínimo general para
2017, a razón de 3.9o/o

Debiéndose precisar que, de las resoluciones emitidas

por el Consejo de Representantes de la Comisién Nacional

de los Salarios Mínimos en parte transcritas, se desprende

que el concepto denominado "Monto lndependiente de

Recuperación" (MlR), const¡tuye un incremento salarial cuyo

objeto es apoyar la recuperac¡ón económica, úníca y

exclusivamente de los trabajadores asalariados que perciben

un salario mínimo general.

Esto es, la aplicación o incremento al salario del

concepto "MlR" es sobre dos hipótesis: 1. Es para

trabajadores asalariados, es decir, en activo; y, 2. Que el

ingreso salarial diario sea, como tope, un salario mínimo

general.

Bajo ese marco, para la actualización del monto de la

pensión de la actora, solo debe tomarse en cons¡deración

el aumento por fijación en porcentaje, debido a que es

improcedente la integración porcentual del concepto

"MlR" (que se limita a una expresión monetar¡a en pesos

y no en porcentaje), a la pensión en el caso por jubilación de

un trabajador que no tiene la calidad de asalariado, s¡no

de pens¡onado si, además, la cuantía de la pensión

relativa rebasa el salario mínimo vigente en el año que

sea otorgada.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio emitido por el

Pleno Regional en materia administrativa de la Región

Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de México, al

22
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resolver la Contradicción de criterios 2812023, visible en el

registro digital 2026989, del Semanario Judicial de la

Federación, en la prevaleció la tesis cuyo rubro y contenido

se insertan a la letra:

PENSIONES. EL AUMENTO ANUAL PREVISTO EN EL
nRrículo s7 DE LA LEY DEL tNsTtruro DE
SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS
TRABAJADORES DEL ESTADO (ABROGADA) NO DEBE
¡NCLUIR EL MONTO INDEPENDIENTE DE
REcUPERAcTóN (MtR).

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito
contendientes llegaron a conclusiones discrepantes en torno
a si conforme al artículo 57 de la Ley del lnstituto de
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado, vigente en el periodo del 5 de enero de 1993 al 31

de diciembre de 2001, el monto independient= de
recuperación (MlR) es o no un elemento a considerat para
calcular los aumentos de la pensión cuando éstos deban
hacerse en salarios mínimos, pues mientras tres óqanos
jurisdiccionales resolvieron que sí debe ser tomado en

consideración al actualizar el pago de las pensiones, el otro
determinó que no.

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materia Administrativa
de la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de
México, determina que cuando los aumentos de una pensión
deban ser calculados en salarios mínimos, porque exis:a una
resolución que así lo ordene, conforme al citado precepto, el
monto independiente de recuperación (MlR) no debe ser
tomado en consideración como componente de dicho salario.

Justificación: De acuerdo con la tesis jurisprudencial 2a.lJ'
3712022 (11a.), de la Segunda Sala de la Suprema Ccrte de

Justicia de la Nación, cuando el artículo 57 en estudio remitió
al salario mínimo para fiiar el sistema de incremento de las
pensiones, el legislador no lo hizo por considerar que existe
una similitud substancial de índole laboral entne las
pensiones y el salario, ni para garantizar que las personas
pensionadas obtuvieran los mismos beneficios que las
personas trabajadoras, sino simplemente porque era un

indicador económico que permitía responder al incremento
en elcosto de la vida.

Una interpretación histórica progresiva del precepto en

cuestión, considerando el impacto que tendría la decisión
de incluir el monto independiente de recuperación en el
cálculo del incremento de las pensiones, las distorsiones
que generaría respecto de las personas que devengaran
salarios superiores, el deber del Estado Mexicano de
garanlizar en el mayor grado posible la eficacia del derecho a

la seguridad social, así como los principios pro persona, de
progresividad y el diverso de garantizar cierto nivel de

subsistencia a los trabajadores que perciben el salario
mínimo general diario, conforme a los artículos 1o. y 123,
apartado "A", fracción Vl, constitucionales, lleva a concluir
que la inclusión del referido monto no es acorde a la
finalidad perseguida por la norma, toda vez que no tiene
la vocación de trascender a los salarios de la clase
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trabajadora en general, ni actúa como una medida de
referencia económica o como un indicador del costo de
los bienes y servicios, sino que persigue forlalecer el poder
adquisitivo de quienes perciben menos ingresos, a fin de
disminuir la brecha respecto de quienes reciben mayores
salarios.

Esta interpretación sólo es aplicable en aquellos casos en
que por cosa juzgada quedan excluidos de los efectos de la
jurisprudencia 2a.lJ. 3712022 (11a.), de rubro: 'PENSIÓN
JUBILATORIA. EL AUMENTO ANUAL EN SU CUANTíA
PREVISTO EN LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y
SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL
ESTADO, ABROGADA, DEBE CUANTIFICARSE CON
BASE EN EL VALOR DE LA UNIDAD DE MEDIDA Y
ACTUALTZACTÓN (UMA) y NO EN EL SALARTO MíNtMO.'

PLENO REGIONAL EN MATERIA ADMINISTRATIVA DE LA
REGIÓN CENTRO-NORTE, CON RESIDENCIA EN LA
CIUDAD DE MÉXICO.

Contradicción de criterios 2812023. Entre los sustentados por
los Tribunales Colegiados Quinto, Octavo, Décimo Segundo
y Décimo Octavo, todos en Materia Administrativa del Primer
Circuito. 1 de junio de 2023. Mayoría de dos votos de las
Magistradas Rosa Elena González Tirado y Adriana Leticia
Campuzano Gallegos. Disidente: Magistrado Gaspar Paulín
Carmona, quien formuló voto particular. Ponente: Magistrada
Adriana Leticia Campuzano Gallegos. Secretario: Óscar
Jaime Carrillo Maciel.

Criterios contend ientes

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia
Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo
directo 62512021, el sustentado por el Octavo Tribunal
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al
resolver el amparo directo 52012021, el sustentado por el
Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia
Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo
directo 11512021, y el diverso sustentado por el Décimo
Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del
Primer Circuito, al resolver el amparo directo 21112021.

Nota: La tesis de jurisprudencia2a.lJ.3712022 (11a.) citada,
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación
del viernes 9 de septiembre de 2022a las 10:18 horas y en
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación,
Undécima Época, Libro 17, Tomo lV, septiembre de 2022,
página 3510, con número de registro digital: 2025232.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de agosto de 2023 a las
10:'19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes
14 de agosto de 2023, para los efectos previstos en el punto
noveno delAcuerdo General Plenario 112021.

Por, tanto resulta ilegal el acuerdo pensionatorio

impugnado, publicado el veinticinco de díciembre de dos mil

veinticuatro, emitido por el AYUNTAMIENTO DE AYALA,
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MORELOS, por medio del cual se concede pensión por

jubilación se otorgó a  .

En las relatadas condiciones, al ser fundados los

agravios hechos valer por la enjuiciante, de conformidad con

lo previsto en la fracción ll del artículo 41 de la Ley de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos, que en su parte

conducente establece: 'Serán causas de nulidad de los acfos

impugnados: lV. Si /os hechos que la motivaron no se

realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma

equivocada, o bien si se dictó en contravención de las

disposic iones aplicadas o deió de aplicar las debidas, en

cuanto al fondo del asunto";

Se declara la nulidad del acuerdo mediante el cual

se concede la pensión por jubitación a  

, emitido por el AYUNTAMIENTO DE

AYALA, MORELOS, en sesión ordinaria de Cabildo celebrada

el dieciséis de diciembre de dos mil veinticuatro, publicado en

el Periódico Oficial "Tierra y Libertad" número , de fecha

veinticinco de diciembre de dos mil veinticuatro.

Para efecto que la autoridad demandada

INTEGRANTES DEL CAB¡LDO DEL HONORABLE

AYUNTAMIENTO DE AYALA, emita otro acuerdo, en el que

se precise que:

1.- La pensión otorgada a 

 Por jubilación, debe incrementarse

de acuerdo con el aumento porcentual al

salario mínimo general del área

correspondiente al Estado de Morelos, como

lo disponen los artículos 66 de la Ley del

Servicio Civil del Estado de Morelos.

Acuerdo que deberá oublicarse en el Periódico

" v en la Gaceta Municipal
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conformidad con lo dispuesto en el artículo 4121 fracción

XXXV|ll de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos.

Consecuentemente, la autoridad demandada

INTEGRANTES DEL CABILDO DEL HONORABLE

AYUNTAMIENTO DE AYALA, deberá dar cumplimiento

voluntario a lo ordenado en el presente fallo, adiuntando las

constancias que as í lo acrediten

Concediéndoles para tal efecto, un término de diez

días hábiles, contados a partir que la presente quede firme;

apercibidos que, en caso de no hacerlo así, se procederá en

su contra conforme a las reglas de la ejecución forzosa

contenidas en los artículos 9022 y 912t de la Ley de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos.

En la inteligencia que todas las autoridades que

por sus funciones deban intervenir en el cumplimiento de

2lArtículo *41.- El Presidente Municipal es el representante político, jurídico y
administrativo del Ayuntamiento; deberá residir en la cabecera municipal durante el
lapso de su período constitucional y, como órgano ejecutor de las determinaciones del
Ayuntamiento, tiene las siguientes facultades y obligaciones:

22 Artículo 90. Una vez notificada la sentencia, la autoridad demandada deberá darle
cumplimiento en la forma y términos previstos en la propia resolución, haciéndolo
saber a la Sala correspondiente dentro de un término no mayor de diez días. Si dentro
de dicho plazo la autoridad no cumpliese con la sentencia, la Sala, le requerirá para
que dentro del término de veinticuatro horas cumplimente el fallo, apercibida que, de
no hacerlo así, sin causa justificada, se le impondrá una de las medidas de apremio
prevista en esta ley.

23 Artículo 91 . Si a pesar del requerimiento y la aplicación de las medidas de apremio
la autoridad se niega a cumplir la sentencia del Tribunal y no existe justificación legal
para ello, el Magistrado instructor declarará que el servidor público incurrió en
desacato, procediendo a su destitución e inhabilitación hasta por 6 años para
desempeñar cualquier otro empleo, cargo o comisión dentro del servicio público
estatal o municipal.

En todo caso, la Sala procederá en la forma siguiente:

l. Si la ejecución consiste en la realización de un acto material, la sala podrá
realizarlo, en rebeldía de la demandada;
ll. si el acto sólo pudiere ser ejecutado por la autoridad demandada y esta tuv:ere
superior jerárquico, la Sala requerírá a su superior para que ordene la
complementación de la resolución; apercibido que, de no hacerlo así, sin causa
justificada, se le impondrán las medidas de apremio previstas en esta ley;
lll. si a pesar de los requerimientos al superior jerárquico, no se lograre el
cumplimiento de la sentencia, y las medidas de apremio no resultaren eficaces. se
procederá en los términos del párrafo primero de este artículo, y
lV. Para el debido cumplimiento de las sentencias, el rribunal podrá hacer uso de
la fuerza pública.

Ningún expediente podrá ser archivado sin que se haya debidamente cumplimentado
la sentencia y publicado la versión publica en la Página de lnternet del rribunal.
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esta sentenc¡a deberán proveer en la esfera de su

competencia, todo lo necesario para el eÍtcaz

cumplimiento de lo aquí resuelto, tomando en cuenta que

están obligadas a ello, aún y cuando no hayan sido

demandadas en el presente juicio.

En aval de lo afirmado, se transcribe la tesis de

jurisprudencia en materia común número 1a.lJ. 5712007,

visible en la página 144 del Semanario Judicial de la

Federación y su Gaceta XXV, Mayo de 2007, correspondiente

a la Novena Época, sustentada por la Primera Sala de la

Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y texto

siguientes:

AUTORIDADES NO SENALADAS COMO
RESPONSABLES. ESTÁN OBLIGADAS A REALIZAR LOS
ACTOS NECESARIOS PARA EL EFICAZ CUMPLIMIENTO
DE LA EJECUTORIA DE AMPARO. 2a Aun cuando las
autoridades no hayan sido designadas como responsables
en el juicio de garantías, pero en razón de sus funciones
deban tener intervención en el cumplimiento de la ejecutoria
de amparo, están obligadas a realizar, dentro de los límites
de su competencia, todos los actos necesarios para el
acatamiento íntegro y fiel de dicha sentencia protectora, y
para que logre vigencia real y eficacia práctica.

Por lo expuesto y fundado y además con apoyo en lo

dispuesto en los artículos 1, 3, 85, 86 y 89 de la Ley de

Justicia Administrativa del Estado de Morelos, es de

resolverse y se,

RESUELVE:
PRIMERO. - Este Tribunal Pleno es competente para

conocer y resolver el presente asunto de conformidad con los

razonam¡entos vertidos en el Considerando I de esta

resolución.

SEGUNDO. - Son fundadas las razones de

impugnación hechas valer por  

O, contra actos de los INTEGRANTES DEL

GABILDO DEL HONORABLE AYUNTAMIENTO DE AYALA,
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en términos de lo razonado en el considerando V del presente

fal lo; consecuentemente,

TERCERO. - Se declara la nulidad del acuerdo

mediante el cual se concede la pensión por jubilación a

 , emitido por et

AYUNTAMIENTO DE AYALA, MORELOS, en sesión

ordinaria de Cabildo celebrada el dieciséis de diciembre de

dos mil veinticuatro, publicado en el Periódico Oficial "Tierra y

Libertad" número , de fecha veinticinco de diciembre de

dos mil veinticuatro; para los efectos precisados en la última

parte del considerando V del presente fallo.

CUARTO. - Se concede a la autoridad demandada

AYUNTAMIENTO DE AYALA, MORELOS, el plazo de diez

días hábiles para que den cumplimiento voluntario a lo

ordenado en el presente fallo e informen a la Sala del

conocimiento, dentro del mismo plazo, sobre dicho

cumplimiento adiuntando las constancias oue así lo

acrediten, apercibidos cada uno de sus lntegrantes por

tratarse de un órgano colegiado conforme a lo previsto en el

artículo 5 bis fracción I de la Ley Orgánica Municipal del

Estado de Morelos, que de no hacerlo así, se procederá en

su contra conforme a las reglas de la ejecución forzosa

contenidas en los artículos 90 y 91 de la Ley de Justicia

Administrativo del Estado de Morelos.

QUINTO. - En su oportunidad archívese el presente

asunto como total y definitivamente concluido.

NOTIFíQUESE PERSONALM ENTE.

Así por unanimidad de votos lo resolvieron y firmaron

los integrantes del Pleno del Tribunal de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos, Magistrado Presidente

GUILLERMO ARROYO CRUZ, Titular de la Segunda Sala de

lnstrucción; Magistrada MONICA BOGGIO TOMASAZ

MERINO, Titular de la Primera Sala de lnstrucción;
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Magistrada VANESSA GLORIA CARMONA VIVEROS,

Titular de la Tercera Sala de lnstrucción y ponente en este

asunto; Magistrado MANUEL GARCíA OUInTANAR, Titular

de la Cuarta Sala Especializada en Responsabilidades

Administrativas; Magistrado JOAQUÍf.¡ ROOUE GONáLEZ

CEREZO, Titular de la Quinta Sala Especializada en

Responsabilidades ROm¡fiistrativas; Magistrada KARLA
:?'

SOCORRO REYES RE}FS, Titular de la Sexta Sala de
t

jHLy.rgión;. y Masistra&.., gLARA ELIZABETH SoTo

CASTOR, Titular de lh Séptima Sala de lnstrucción; ante

ANABEL SALGADO GAPISTRÁN, Secretaria Gendral de

Acuerdos, quien autoriza y da fe.

TRIBUNAL DE JUSTIC¡A ADMINISTRATIVA
DEL ESTADO DE MORELOS EN PLENO.

MAGI IDENTE

I

GUI ARROYO CRUZ
TITULAR DE LA SEGUNDA SALA DE INSTRUCCIÓN

MAGISTRADA
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MONICA
TITULAR DE LA

MA ISTRADA

VANESSA GL IA
TITULAR DE LA TERCERA SALA

OMASAZ MERINO
SALA DE INSTRUCCIÓI.I

.)

VIVEROS
INSTRUCCIÓN
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RC QUINTANAR
TITULAR DE LA CUARTA SALA ESPECIALIZADA
EN RESPONSABI LI DADES ADM I N ISTRATIVAS

MAG

EZ CER
QUINTA SA ESPECIALIZADA

MINISTRATIVASPONSABI LI DADES

MAGIST

OCORRO REYES REYES
TITULAR DE LA SEXTA SALA DE INSTRUCCIÓN

AGI

/.

CLARA ETH SOTO CASTOR
TITULAR DE LA SÉPTIMA SALA DE INSTRUCCIÓN

J

SE ARIA ERAT DE ACUERDOS

NAB
ANABEL SALGADO CAPI

el

de Justicia Administrativa Esta de Morelos, CERTIFICA: Estas
corresponden a la por este Tribunal de Admi a del

O CAPISTRAN
General de Acuerdos de este Tribunal

ediente TJA/3aS/53/2025,
actos del INTEGRA ILDO DEL

HONORABLE AYUNTAMIENTO DE AYALA;, misma
Pleno celebrada el veintisiete de mayo de dos mil
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en sesron dd

“En términos de lo previsto en los artículos 3 fracciones IX y X y 6 de la Ley General de 
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; 3 fracción XXI, 68 
fracción VI, 113 y 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública; y 3 fracciones XXV y XXVII, 49 fracción VI, 84, y 87 de la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos, en esta versión pública se suprime 
la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos 
supuestos normativos”.




